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Resumen. El debate sobre la predistribución, que ya permea múltiples ámbitos de las ciencias sociales, no parece ser una 
moda pasajera. ¿Pero es una propuesta exenta de problemas? Sin lugar a duda, la idea de predistribución —el establecimiento 
de marcos reguladores que permitan una amplia participación social en el seno de una vida económica “civilizada”— tiene un 
gran potencial para el pensamiento democrático. Pero el aspecto más políticamente prometedor entre los predistribucionistas 
es cualquier cosa menos una novedad: en efecto, las economías políticas transformadoras o populares, desde los siglos xvii 
al xxi, siempre han subrayado, entroncando con las intuiciones principales de la tradición republicana, la importancia de la 
garantía ex-ante de recursos de diverso tipo. En esta tradición, la extensión de la libertad y no solo del bienestar material 
fue la razón principal de la predistribución. Por ello, rescatar los vestigios predistributivos en el republicanismo parece 
necesario a la luz de algunas de las principales aproximaciones a la predistribución, que se muestran meramente como 
una alternativa bienestarista a los impuestos y las transferencias. Este artículo trata de comprender la renta básica como 
herramienta predistributiva más allá del bienestar material, es decir, como herramienta que posibilite una economía política 
republicana-democrática que, como tal, siente las bases para la codeterminación colectiva de las formas de trabajo y de vida. 
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[en] On income and pieces of land: basic income, predistribution and decommodification in 
the frame of popular political economies
Abstract. The debate on predistribution, which already pervades many areas of social sciences, does not seem to be a 
passing fad. But is it an unproblematic proposal? To be sure, the idea of predistribution —the establishment of regulatory 
frameworks that allow for broad social participation within a “civilized” economic life— has great potential for democratic 
thinking. But the most politically promising aspect among predistributionists is anything but new. In fact, transformative or 
“popular” political economies, from the seventeenth to the twenty-first centuries, have always stressed the importance of the 
ex-ante guarantee of resources of various kinds, in keeping with the main intuitions of the republican tradition. According 
to this tradition, the extension of freedom and not simply of material well-being was the main reason for predistribution. 
For this reason, rescuing the predistributive vestiges in republicanism seems something necessary in the light of some of the 
main approaches to predistribution, which are presented merely as a welfarist alternative to tax and transfers. This article 
tries to understand basic income as a predistributive tool beyond material welfare, that is, as a tool that makes possible 
a republican-democratic political economy that may lay the foundations for the collective co-determination of ways of 
working and living. 
Keywords: predistribution; commodification; basic income; popular political economy; improvement; diggers.
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1. Introducción

En la última década, no han sido pocos los autores que han desarrollado la idea de predistribución y que la han 
presentado como un proyecto político-normativo verdaderamente novedoso. Frente a la noción clásica de “re-
distribución” de la riqueza (instituciones públicas que modifican el reparto existente de la riqueza mediante su 
capacidad impositiva y de gasto público), la predistribución propugna normas y regulaciones que, modificando 
los conjuntos de oportunidades de los actores sociales, promueven una determinada dispersión de la riqueza 
antes de que se produzcan situaciones indeseables de desigualdad. Es decir, en lugar de corregir, ex-post, una 
situación de desigualdad “quitándole a unos y dándole a otros” (por ejemplo, a través del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas u otras figuras tributarias), se trata de elaborar normas que prevengan, ex-ante, la 
generación de esa desigualdad (por ejemplo, ratios salariales dentro de la empresa, límites sobre las herencias, 
la introducción de un capital inicial garantizado, etc.).

Asimismo, la predistribución se ha presentado en ocasiones no solo como un mecanismo de prevención de 
la desigualdad, sino como una fórmula que traslada la responsabilidad distributiva del Estado a otros agentes, 
a personas y organizaciones privadas (Hacker, 2011). No es una institución pública quien directamente traslada 
riqueza de un lugar a otro, sino que un marco regulativo incentiva u obliga a agentes privados “en el mercado” 
para que el resultado de sus interacciones produzca un reparto de riqueza que se aproxime al deseado. De este 
modo, la presencia de ambos criterios —actuación ex-ante sobre la desigualdad y traslado de la responsa-
bilidad distributiva del Estado al mercado— explica que la elaboración en los últimos años del concepto de 
predistribución se haya querido presentar como una alternativa más atractiva para la opinión pública que el 
tradicional rol del Estado redistributivo —todo ello, claro está, desde el supuesto, también, de que existe cierta 
preferencia, por parte del grueso de la población, hacia sistemas impositivos con unos niveles de presión me-
nores a los que tradicionalmente los habían caracterizado—.

Entendida en estos términos, la predistribución se presta a ser concebida como una forma de configurar 
derechos económicos y sociales sin necesidad de recurrir a aparatos burocráticos que arrebaten la riqueza legí-
timamente adquirida por unos para dársela a otros —así se estima que el sistema de impuestos y transferencias 
es percibido a menudo—. Es decir, la predistribución es presentada como una suerte de adaptación de los Es-
tados del bienestar de posguerra al panorama ideológico-institucional del capitalismo de los últimos cincuenta 
años; cuando el mercado se ha convertido en un espacio indisputable de “libertad” y las grandes acumulaciones 
de riqueza están más blindadas que nunca ante la toma de decisiones democrática. En este contexto, autores de 
textos seminales sobre la predistribución como Hacker (2011) aseguran que si las fuerzas progresistas han de 
lograr “no perder a su público”, deben mostrarse abiertas a estas nuevas agendas sociopolíticas.

En este artículo destacaremos el rol que la predistribución puede jugar en la democratización de la vida eco-
nómica. Para ello, afirmamos, tratando de problematizar algunos de los elementos nucleares de esta visión de 
la predistribución como adaptación al contexto político neoliberal, que la posibilidad de desmercantilización 
debe ser un horizonte político-normativo abierto, y mostraremos por qué tiene sentido plantear que la agenda 
predistributiva se lleve a cabo no solo recurriendo a ajustes del mercado, sino también garantizando posiciones 
de invulnerabilidad social antes de que se produzca la libre concurrencia de los ciudadanos en los mercados 
e, incluso, si así lo estiman oportuno, para que puedan evitar que se produzca dicha interacción social en los 
mercados. En efecto, de acuerdo con análisis presentes en la ciencia social normativa del último siglo —pense-
mos en la obra de Karl Polanyi (1944) y en la de otras figuras que han dialogado directa o indirectamente con 
dicho autor, como Nancy Fraser (2013, 2017) o Silvia Federici (2013)—, los mercados no gozan de un estatus 
normativo especial. Por tanto, los mercados deben someterse a los mismos criterios de legitimidad que el resto 
de las instituciones sociales: cuando no sirven a los objetivos de democratización de las relaciones sociales, 
han de poder ser orillados.

La sección 2 expone la concepción republicana de la libertad, y cómo esta ayuda a desarrollar una visión 
crítica de la predistribución. En particular, la concepción republicana de la libertad permite identificar el po-
tencial democrático de la predistribución al tiempo que ofrece importantes razones conceptuales para tomar 
con cautela cualquier agenda predistributiva no abierta a la desmercantilización. Es decir, la perspectiva de la 
libertad republicana vehicula nuestra mirada crítica a los proyectos predistributivos que conciben al mercado, 
entendido en abstracto, sin la debida atención a los procesos sociales que causan su configuración institucional 
concreta, como un hecho consumado ineludible o avalado por la legitimidad democrática y, por tanto, como 
una institución naturalmente compatible con la igual libertad de todos.

La sección 3 consiste en una exploración histórica, cuyo objetivo es meramente mostrar la relevancia empí-
rica y sociohistórica del vínculo desarrollado en la sección anterior entre predistribución, concepción republi-
cana de la libertad y mercantilización. En particular, la Inglaterra del xvii y, concretamente, las propuestas de 
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reforma agraria de los improvers de la posguerra civil y la causa revolucionaria de los diggers nos sirven como 
estudio de caso que ilustra los albores de la mercantilización de la tierra y de la fuerza de trabajo. El ocaso del 
feudalismo como sistema económico coincide también con la apertura de nuevas posibilidades político-cívicas 
y, con ellas, el florecimiento de viejas tradiciones políticas. El republicanismo ofrece una perspectiva privile-
giada para mostrar cómo los propios actores políticos históricos comprendieron la relevancia normativa de los 
procesos que llevaron a cabo la transición al capitalismo.

Así, mostraremos (1) el núcleo normativo republicano de algunas de las “economías políticas populares” o 
“economías morales” que se resistieron a procesos de mercantilización; y (2) cómo el advenimiento del merca-
do como criterio distributivo en el mencionado contexto sociohistórico fue un proceso de todo punto político, 
no neutral, llevado a cabo contra la voluntad de la población afectada y, por tanto, con consecuencias incom-
patibles con la libertad. Sin que ello implique anatemizar el mercado —nada más lejos de nuestra intención 
el “sentenciar” instituciones sociales en abstracto—, este ejercicio de revisión histórica pondrá de manifiesto 
hasta qué punto esos actores sociopolíticos vieron en lo que podríamos dar en llamar “inevitabilidad estructural 
del mercado” un signo inequívoco de una importante pérdida de libertades individuales y colectivas. 

Finalmente, en la sección 4 concluimos que una aproximación emancipatoria al programa predistributivo 
apunta a la necesidad de arbitrar medidas de política pública —si hace falta, sistemas de impuestos y transfe-
rencias mediante— que, en consonancia con las reivindicaciones digger del siglo xvii inglés, blinden posicio-
nes de invulnerabilidad social para todos y, con ello, permitan el acto individual y colectivo de enjuiciar a qué 
tipos de instituciones sociales hemos de recurrir para organizar la vida social toda. En particular, ¿nos permite 
la agenda predistributiva pensar la conveniencia de sociedades no “de mercado”, sino “con mercados”, con 
“tanto (o tan poco) mercado” —y bajo la forma que sea— como los moradores de tales sociedades tengan a 
bien decidir con arreglo a criterios y procedimientos democráticos? 

Con ello, volvemos al inicio: la respuesta afirmativa a este interrogante que ofrecemos en este texto nos 
situará en los ejes de coordenadas del republicanismo democrático histórico, el cual entendió la necesidad de 
fundar la ciudadanía económica en el acceso incondicional a unos mínimos de una riqueza que tenía que ser en-
tendida como un producto esencialmente social y, por ello, sujeto a repartos que garantizaran el goce, por parte 
de todos, de niveles relevantes de poder de negociación. Y, de ahí, propuestas para el mundo contemporáneo 
como la renta básica: solo cuando nos hacemos con mecanismos para la garantía incondicional del derecho a 
la existencia, es dable pensar la democratización de la vida económica, entendida esta como la extensión social 
de la capacidad de poner en circulación proyectos de vida escogidos en el seno de entornos sociales inclusivos 
que hay que cuidar porque de ellos depende una interdependencia respetuosa de la autonomía de las partes 
implicadas3.

2. Libertad republicana, predistribución y desmercantilización

2.1. Elecciones libres y electores libres

La concepción de la libertad en la tradición republicana, a veces llamada también “libertad como no-domina-
ción” (Pettit, 1997, 2012, 2014), consiste en la independencia de la voluntad arbitraria de otros: se trata, por lo 
tanto, de que mis cursos posibles de acción estén salvaguardados contra la posibilidad de que otro interfiera en 
ellos; se trata, en suma, de que mi vida no esté bajo el arbitrio o a merced de otro u otros (Domènech, 2004). 
Esto implica una diferencia fundamental con la extendida idea de libertad negativa de cuño liberal, a veces 
llamada también “libertad como no interferencia”. El partidario de la no-interferencia considera libre a todo 
aquel que no esté arbitrariamente interferido. El partidario de la libertad republicana, en cambio, no solo exige 
la ausencia de interferencia de hecho, sino la eliminación de la mera posibilidad de cualquier interferencia 
arbitraria (Pettit, 1997).

Desde el punto de vista de la liberal “no-interferencia”, los esclavos de un amo benevolente pueden ser 
considerados “libres” en el caso de que el amo, inspirado por su gran generosidad, decida no intervenir en la 
vida de sus esclavos. Hipoteticemos un amo que no da órdenes a sus esclavos, no los castiga, los trata con res-
peto, cubre sus necesidades e incluso los provee de aquello que promueve la felicidad. Estos esclavos, en otras 
palabras, podrían elegir “libremente” qué hacer y qué no hacer gracias a la magnanimidad de su amo, que no 
interfiere en modo alguno sobre los múltiples cursos de acción al alcance de los esclavos.

Sin embargo, es obvio que esos espacios de ausencia de interferencias (de “libertad”) de los que estos es-
clavos disfrutan penden de un hilo: la voluntad del amo podría cambiar en cualquier momento, lo que podría 
llevarlo a ejercer el poder que posee. Por esto, desde el punto de vista de la libertad republicana como no-

3 Conviene señalar en este punto que el mundo de la política pública —y, en particular, el de las políticas de transferencias de rentas— dista de cons-
tituir el único “lugar” desde el que pensar ese “derecho a la existencia”. Recientemente, la reflexión sobre los (bienes) comunes —o, si se prefiere 
así, sobre “lo público-común”— ha mostrado cómo el mundo de la autogestión comunitaria de recursos y actividades se muestra también capaz de 
ayudar a garantizar esas posiciones sociales de invulnerabilidad social que pueden permitir al conjunto de la población tomar parte efectiva en los 
procesos decisionales sobre qué tipo de entornos socioeconómicos deseamos para nuestras vidas (Subirats y Rendueles, 2016).
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dominación, los esclavos no son libres porque viven literalmente a merced de la voluntad arbitraria de su amo. 
Aunque no estén de hecho interferidos, cabe la posibilidad de que lo estén. Cualquier decisión que un esclavo 
tome en este contexto no puede ser considerada como “libre” desde un punto de vista republicano, porque 
habría sido tomada bajo una relación de dependencia —es decir, estaría sujeta al poder que el amo ostenta y 
que podría usar en cualquier momento—. La mera existencia bajo esta relación de dependencia, pese a que 
no existan interferencias por parte del amo, promoverá actitudes serviles por parte de los esclavos, quienes, 
intentando que este continúe siendo benevolente, modificarán sus cursos de acción para complacer al amo.

El ejemplo, un lugar común en la tradición republicana (Domènech, 2004; Francisco, 2007; Pettit, 1997), 
muestra que la libertad es un valor que remite a algo más que la posibilidad de elegir entre varias opciones a 
nuestro alcance. Desde el punto de vista republicano, para determinar la libertad de un ciudadano resulta prio-
ritario conocer, entre otras cosas:

(1)  Cómo se constituye el abanico de opciones del que dispone: ¿son arbitrarias las constricciones de su 
conjunto de oportunidades o responden, por ejemplo, a sus intereses o a una legislación democrática? 
¿Están esas constricciones distribuidas equitativamente entre toda la ciudadanía o limitan especial-
mente los cursos de acción de solo un grupo de población?

(2)  Cómo se determinan las compensaciones de cada elección posible: ¿quién o qué hace que un curso de 
acción sea más oneroso que otro? ¿Es una institución legítima la que estipula estos incentivos o costes? 

(3)  Cómo se han formado sus preferencias: ¿se encuentra en una situación de dependencia que distorsiona 
la propia percepción de sus intereses? ¿Dispone de la información suficiente para tomar una buena 
decisión?

Es decir, reparar en que alguien disfruta de lo que convencionalmente se llama “elección libre” —la capa-
cidad para escoger sin interferencias entre varias alternativas— no es suficiente para comprobar los grados de 
libertad de los que goza dicha persona. La libertad republicana requiere que seamos “electores libres” (Pettit, 
2006): que gocemos de una posición de invulnerabilidad social que permita no estar a merced de la voluntad 
arbitraria de otros. Ser un “elector libre” requiere, por desarrollar el primer punto del párrafo anterior, que el 
conjunto de elecciones disponibles no haya sido determinado arbitrariamente. Esto es más o menos evidente 
en las relaciones interpersonales: no puede ser libre aquel cuyo conjunto de oportunidades está a discreción de 
una voluntad arbitraria, como la del cónyuge que nos invita a elegir entre aceptar su tiranía doméstica o perder 
la custodia de nuestros hijos o nuestro bienestar material. 

Pero este análisis también es aplicable a procesos sociales que, más allá de voluntades individuales, limitan 
arbitrariamente el conjunto de oportunidades de una parte de la población. Este es el caso de quienes sufren lo 
que recientemente se ha llamado, en la jerga neorrepublicana, “dominación estructural” (Gädeke, 2020). Por 
ejemplo, quienes deben elegir entre un trabajo dañino y precarizador o pasar hambre, quienes han de escoger 
entre la aceptación social como personas cis o una deseada transición de género, quienes, debido a su acento 
o color de piel, tienen que mostrarse especialmente sumisos ante la policía a riesgo de que se los maltrate, etc. 
En un sentido estrictamente metafísico, está claro que uno puede realizar una “libre” elección entre todas esas 
cosas. Pero, vistas desde el republicanismo, lo que interesa políticamente es que estas personas no son “elec-
tores libres”, pues no gozan de la posición y de los recursos necesarios que garantizan una voluntad autónoma 
o, en otras palabras, que avalan su independencia y les blindan contra la dominación (la mera posibilidad de 
interferencia arbitraria). ¿Cuentan con la posibilidad de rechazar, de “decir no” (Widerquist, 2013) y “salir” 
(Casassas, 2018; Hirschman, 1970) de relaciones que las minorizan? ¿Se muestran capaces de “aguantar la 
mirada” (Pettit, 2012, 2014) de todos aquellos con quienes interactúan cotidianamente, con vistas a poder de-
fender y, si es preciso, imponer, individual y/o colectivamente, sus deseos e intereses? Nos tememos que no.

A la luz de esta comprensión republicana de la libertad se puede decir que, frente a muchas de las tra-
dicionales políticas redistributivas del estado del bienestar (configuradas como transferencias condicionales 
ex-post), el paradigma predistributivo, tal y como aquí lo defendemos (transferencias incondicionales ex-ante: 
de ahí la renta básica), puede servir para respaldar una ciudadanía de electores libres, es decir, una ciudadanía 
para la cual los recursos requeridos para disfrutar de una posición de invulnerabilidad social y de igual libertad 
estén garantizados.

2.2. Libertad, propiedad y (des)mercantilización en la agenda predistributiva

Como apuntábamos más arriba, la tradición republicana comprendió la libertad como independencia de la 
voluntad arbitraria de otros, no como mera ausencia de interferencias. Por ello, la concepción republicana de 
la libertad está estrechamente vinculada con los derechos de propiedad. El binomio “libertad y propiedad” (un 
lugar común en la tradición político-jurídica occidental) da cuenta de algunas de las implicaciones institucio-
nales de la libertad republicana. Por ejemplo, la idea de que para el ejercicio de la libertad es indispensable 
disponer previamente de un conjunto de recursos que aseguren la independencia material —que la libertad 
tiene “condiciones materiales” (Raventós, 2007)—. 
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O, por decirlo con el republicanismo clásico, que quien no dispone de los recursos necesarios que preser-
van una voluntad autónoma no puede participar en la sociedad civil de libres e iguales, pues no sería capaz de 
perseguir sus propios intereses con independencia de la voluntad de quien lo mantiene, y mucho menos decidir 
sobre el futuro de la comunidad política (Francisco, 2007). Pero en la medida en que el ejercicio autónomo 
y efectivo de las prácticas y poderes legales propios de la ciudadanía está avalado por la independencia ma-
terial, el acceso a esos recursos debe gozarse también incondicionalmente: no debe estar sujeto a la voluntad 
caprichosa de terceros —sean estos actores privados o instancias burocrático-estatales— o a circunstancias 
sobrevenidas.

Obviamente, ello no implica que quienes acceden incondicionalmente a recursos se tengan que despreocu-
par de la tarea política de instituir, reproducir a lo largo del tiempo, revisar y cuidar aquellos mecanismos po-
lítico-institucionales que permiten esa distribución incondicional de bienes materiales y/o inmateriales —entre 
ellos, por ejemplo, una renta básica—4. Ser y sentirse miembro de (incondicional) pleno derecho de un hogar 
o de un centro social comunitario, por ejemplo, no equivale a despreocuparse de las tareas y responsabilidades 
que permiten que la vida en esos lugares sea posible. Más bien se puede afirmar lo contrario: solo cuando nos 
sentimos llamados a acceder incondicionalmente a los beneficios de una vida en el seno de una comunidad que 
nos acoge en un plano de igualdad civil con respecto a los demás, contamos con el sustrato motivacional nece-
sario para que nos comprometamos de veras con el sostenimiento material y simbólico de esa comunidad. Di-
cho en términos republicanos: acceder incondicionalmente a recursos que garanticen la existencia no significa 
que el beneficiario no esté sometido a interferencias no arbitrarias por parte de la comunidad orientadas a que 
coadyuve a garantizar la presencia y continuidad de esos recursos para el conjunto de sus miembros (Casassas, 
2020).5 Del mismo modo que ocurre con cualquier otro derecho fundamental, el valor de la incondicionalidad 
en el acceso a recursos es compatible con (y de hecho, requiere) el sometimiento de sus beneficiarios a institu-
ciones democráticas que garanticen la sostenibilidad de esas prestaciones. No debe confundirse la incondicio-
nalidad con la no interferencia. Pero volvamos al núcleo del asunto que aquí nos ocupa.

Algunos teóricos de la predistribución apuntan claramente a la restitución del viejo vínculo entre libertad 
y propiedad, encarnado por ejemplo en la idea de una “democracia de propietarios” (Rawls, 2001; O’Neill y 
Williamson, 2012a; Thomas, 2016). Para estos autores, la gran dispersión de la propiedad requerida por una 
democracia sana no puede confiarse exclusivamente al rol redistributivo clásico del estado del bienestar —
presión fiscal y beneficios sociales condicionados—, sino que requiere de una determinada distribución pre-
via e incondicional que garantice la igualdad de oportunidades de cada ciudadano en la esfera pública.6 Esto 
implica tanto asegurar un “suelo” económico-social que sostenga lo requerido por la libertad como establecer 
un “techo” que impida que grandes acumulaciones de riqueza o poder amenacen esa libertad (Casassas, 2018; 
Casassas y De Wispelaere, 2016; Bertomeu y Raventós, 2020).

No obstante, esta prometedora restauración democrática de la tradición republicana queda amputada cuan-
do el proyecto predistributivo acepta el “mercado”, empezando por el de trabajo, como un hecho consumado;7 
es decir, cuando se acepta automáticamente el mercado como mecanismo distributivo compatible con la igual 
libertad de todos y como institución cuya legitimidad democrática está fuera de duda. Esta aceptación resulta 
especialmente problemática en sociedades caracterizadas por la desposesión masiva. El hecho de que en este 
tipo de sociedades el acceso a bienes y servicios básicos para la vida dependa del mercado —es decir, el hecho 

4 Autores como Alex Gourevitch (2016) o César Rendueles (2019) han mostrado cierta preocupación ante la posibilidad de que el derecho (indi-
vidual) a una renta básica vaya acompañado de la destrucción de los vínculos sociales necesarios para obtener y sostener el producto social en 
entornos vivibles.

5 Sin ir más lejos, esto es lo que permite a los beneficiarios de la renta básica el sentirse obligados a participar en la urgente tarea colectiva de pensar 
e ir revisando a lo largo del tiempo cuáles son los mejores mecanismos materiales y político-institucionales para garantizar incondicionalmente la 
existencia en una época histórica que exige una profunda transición ecosocial. Del mismo modo, los campesinos ingleses del siglo xvii que, como 
veremos en el próximo epígrafe, luchaban por preservar el carácter comunal —y, por ello, hasta cierto punto, incondicional— del acceso a la tierra, 
y por mantenerla a salvo de la tiranía de una mercantilización vista como algo despótico, en ningún caso desatendieron la importancia de arbitrar 
mecanismos políticos orientados a concitar adhesiones y organizar la lucha por la causa, precisamente, de consolidar ese acceso incondicional a los 
recursos de la tierra que, con el surgimiento del capitalismo, estaba en juego.

6 Al decir de Rawls (2001: 139), “la intención no es simplemente asistir a los que salen perdiendo por accidente o por mala fortuna (aunque esto 
deba hacerse), sino más bien colocar a todos los ciudadanos en una posición en la que puedan gestionar sus propios asuntos partiendo de un nivel 
adecuado de igualdad social y económica”. Todas las traducciones son propias a menos que se indique lo contrario.

7 El propio Hacker (2011), al igual que Heckman (2012), afirma explícitamente que los marcos reguladores propios de la agenda predistributiva 
mejorarían las retribuciones de los trabajadores asalariados, sus condiciones de trabajo y sus formas de organización política. Pero los trabajadores 
asalariados seguirían teniendo que ser trabajadores asalariados, pues los mercados seguirían siendo la principal institución rectora de la vida social. 
En efecto, Hacker (2011: 36) asegura que el objetivo de la predistribución es “una democracia de mercado que funcione adecuadamente” (la cursiva 
es nuestra), lo que exige que los poderes públicos “se centren en reformas del mercado que favorezcan una distribución más igualitaria del poder 
económico y de sus recompensas (ibid.: 35)”. Asimismo, el líder laborista Ed Miliband dijo abrazar la causa de la predistribución cuando propuso 
medidas como el incremento del salario mínimo o la inclusión de representantes de trabajadores en los comités en los que se acuerdan las escalas 
salariales de las empresas (O’Neill y Williamson, 2012b). Finalmente, Lane Kenworthy (2013) concretó la agenda política predistributiva en los 
siguientes objetivos: el robustecimiento del sector industrial, el fortalecimiento de los sindicatos, el incremento del salario mínimo, la desegmenta-
ción del mercado de trabajo, un reparto más justo de los beneficios empresariales y, en definitiva, un aumento del empleo. Sin negar el interés po-
lítico que estas medidas pueden adquirir, conviene notar que ninguna de ellas aspira al logro de niveles relevantes de libertad republicana por parte 
de la población trabajadora, pues ello requiere, ante todo, que esta pueda decidir autónomamente si quiere convertirse o no en población trabajadora 
asalariada.
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de que no exista incondicionalidad en el acceso a los recursos necesarios para la supervivencia (y, por ende, 
para el ejercicio de la libertad)— arroja al grueso de la ciudadanía a tener que vender su fuerza de trabajo a 
cambio de un salario. Que la mayor parte de lo necesario para el sostenimiento de la vida y el ejercicio de las 
libertades tenga que ser comprado, que solo se pueda obtener a cambio de dinero en el mercado, convierte el 
trabajo asalariado en una fuente de dominación ineludible para la mayor parte de la ciudadanía.

En otras palabras, la presencia de mercados en sociedades atravesadas por la desposesión se convierte en 
muchos casos en dependencia del mercado. Es en este sentido en el que podemos afirmar que el mercado 
puede llegar a constituir no un espacio de libertad, sino de coerción (Wood, 2002; Aston y Philpin, 1995). 
O que el mercado puede llegar a socavar la libertad de la mayor parte de la ciudadanía porque, carentes del 
acceso incondicional a lo necesario para vivir en sociedad —carentes, por lo tanto, de un mínimo de poder de 
negociación—, a la población desposeída se le obliga a someterse a la voluntad de otros a cambio de dinero. 

Dicho en otros términos: lo que aquí se sugiere es que el desarrollo de la idea de predistribución debe cui-
darse de mezclar dos fenómenos distintos: el contexto ideológico del capitalismo neoliberal y la realidad ins-
titucional de este sistema de producción. El primer fenómeno puede llevarnos a la conclusión —no entramos 
ahora en el sentido o pertinencia política y normativa de dicha conclusión— de que la causa de la democracia 
económica debe aprovechar tácticamente la buena imagen que el “mercado” habría adquirido frente al “Esta-
do” en las últimas décadas y, por ejemplo, hacer valer la legitimidad del mercado ante la opinión pública para 
alterar la vida económica mediante regulaciones, normas, incentivos, etc. Esta ventaja “táctica” es para algu-
nos una de las razones para optar por la vía de la predistribución: preservar parte de las políticas de bienestar de 
una opinión pública “impuestófoba” que no ve en el Estado la solución a sus problemas, y regular los mercados 
capitalistas en un contexto generalizado de desconfianza hacia la expansión del gasto público (Hacker, 2011).

Pero lo anterior no puede llevarnos a deformar el segundo fenómeno, esto es, a desconocer el estatus nor-
mativo e institucional básico de los mercados realmente existentes. Una cosa es la (supuesta) conveniencia 
electoral (para la causa de la democracia económica, entendida esta en sentido amplio) de otorgar al “merca-
do” —regulaciones públicas mediante—, el papel de protagonista en la (pre)distribución de recursos, de tal 
modo que la dispersión de la riqueza resultante aparezca como la justa consecuencia de la libre interacción 
entre agentes privados y no como la pervertida obra de un ineficaz monstruo burocrático. Pero otra cosa bien 
distinta es obviar que el mercado, por muy protagonista que queramos que sea, nunca puede estar fuera del 
guion. En tanto que instituciones humanas como otra cualquiera, los mercados están fundados en decisiones 
político-jurídicas y, por ello, su existencia en un Estado de derecho está siempre sujeta a la toma de decisiones 
y a la legitimidad democráticas.

Nótese que esta última observación es una negación tajante de la excepcionalidad normativa e institucional 
de los mercados. Se trata de una observación que no solo invita a considerar los mercados realmente existen-
tes como posibles espacios de desigualdad que deben ser vigilados o regulados para que sus resultados sean 
compatibles con el correcto funcionamiento de la democracia (como ya hacen prácticamente todos los pre-
distribucionistas). Por encima de todo, nuestra observación conduce a asumir que los mercados, en tanto que 
instituciones producto del ordenamiento jurídico democrático, quedan entonces necesariamente subordinados 
a la posibilidad de desmercantilización. Es decir, a la posibilidad constantemente abierta de que se decida que 
el acceso a determinados recursos debe obedecer a otros criterios de distribución diferentes de la capacidad de 
compra. 

En cambio, aquellos teóricos de la predistribución que dan el mercado por sentado andan por otros derrote-
ros: las reglas del juego (mercantil) puede que sean modificadas para hacerlo más apacible para los participan-
tes, especialmente para quienes ocupan posiciones de mayor vulnerabilidad social, pero el juego en sí —esto 
es, el establecimiento de intercambios en el seno de mercados de naturaleza capitalista, empezando por los 
mercados de trabajo— no es cuestionado en ningún momento, del mismo modo que tampoco se cuestiona que 
tenga que haber grupos sociales amplios en posiciones de mayor vulnerabilidad social.

Nosotros creemos que parte del interés que la predistribución tiene para el pensamiento democrático re-
side, precisamente, en posibilitar esta agenda desmercantilizadora de modos que el paradigma redistributivo 
tradicional no permite. Esto no es porque creamos que la desmercantilización es siempre deseable, sino porque 
la compatibilidad entre mercado y democracia debe pasar por el sometimiento del primero a la segunda. No 
se trata, pues, de eliminar el mercado o de reducir necesariamente su extensión, sino de garantizar que ambas 
opciones son factibles dentro del conjunto de decisiones democráticas posibles.

Esto es lo que puede llegar a significar la democratización de la vida económica: el sometimiento de las 
instituciones de producción y distribución de bienes y servicios a los mismos criterios de legitimidad que le 
exigimos a cualquier otra institución humana. Lo que es incompatible con la democracia (económica) es el 
bloqueo conceptual e institucional del “mercado” como una entidad previa, ineludible o ajena al Estado de 
derecho o a la voluntad popular. Al fin y al cabo, nuestra visión de la predistribución adquiere tintes emanci-
patorios en la medida en que entronca con la pretensión de Polanyi (1944) de que arraiguemos las decisiones 
fundamentales sobre nuestra vida social y económica en amplios procesos sociopolíticos que nos permitan 
tomar consciencia de las alternativas existentes y nos capaciten para ir moldeando una esfera (re)productiva 
que realmente sintamos como propia (Casassas, 2018).
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Bien mirado, Nancy Fraser (2013) ha sugerido con perspicacia que la causa de la democracia (económica) 
exige llevar esta perspectiva polanyiana más allá del análisis y de la praxis de formas de “protección social” 
ante dinámicas mercantilizadoras —y desposeedoras— del capitalismo que puedan ser vistas como inevita-
bles. En efecto, la causa de la democracia (económica) requiere que dichos “movimientos de autodefensa” 
de las clases populares se traduzcan en dispositivos político-institucionales que las capaciten para imaginar y 
poner en circulación formas de trabajo y de vida sentidas como propias, y de hacerlo, si es preciso, lejos de 
los cauces mercantiles que son característicos de la dinámica de acumulación capitalista. Sin ir más lejos, la 
lucha por abrazar estas “otras lógicas emancipatorias” —a esto apunta la exhortación de Fraser (2013) cuando 
se refiere a la necesidad de un “triple movimiento” ante el giro neoliberal del capitalismo— es aquello que 
fue dando forma, precisamente, a los movimientos sociales del siglo xvii inglés de los que se da cuenta en el 
próximo epígrafe.

Vale la pena insistir en que una concesión conceptual en este punto equivale a una renuncia política de gran 
calado. En efecto, quienes no conceptualicen el mercado en los términos que sugerimos aquí solo pueden jus-
tificar la existencia de mercados acudiendo a argumentos propios del absolutismo, pues tendrán que defender 
entidades que no responden a los criterios de legitimidad ordinaria a los que están sometidas todas las otras ins-
tituciones en un Estado de derecho. Sucintamente, el único modo en el que un mercado o la mercantilización 
de un bien o de un servicio pueden presumir de legitimidad democrática es cuando su “desmercantibilidad” 
está permanentemente al alcance del soberano democrático.

Con esto en mente, la predistribución, tal y como aquí la defendemos, se convierte en una herramienta al 
servicio de la democracia, pues nos ofrece la garantía previa e incondicional de posiciones de invulnerabilidad 
social que impidan la dependencia de instituciones sociales de muchos tipos —entre ellas, el mercado—. Así 
lo vieron, sin ir más lejos, ciertos sectores del campesinado inglés que, a lo largo de aquel sangriento siglo xvii, 
temieron que la extensión social de las relaciones mercantiles respondiera más a una imposición que a una 
opción abierta a múltiples interpretaciones societarias.

3. Desposesión, dependencia del mercado e ilibertad: el caso de la Inglaterra del xvii

3.1. Capitalismo agrario y republicanismo inglés: una nota sobre el método y las fuentes de la historia 
del pensamiento

Los lazos que en este artículo tratamos de elaborar entre predistribución, libertad republicana y (des)mercan-
tilización no solo conciernen a la teoría democrática o a la economía del bienestar. Del mismo modo que la 
predistribución no es un fenómeno nuevo, sino que es el fruto de la destilación académica de principios norma-
tivos presentes en demandas históricas reales —por ejemplo, la “democracia de propietarios” jeffersoniana—, 
los argumentos que impulsan nuestra crítica también gozan de cierto pedigrí histórico. Creemos que el repaso 
de algunos de los procesos que llevaron al nacimiento del capitalismo agrario y las reacciones políticas y socia-
les a estas transformaciones puede invitar a reconsiderar la prioridad normativa e institucional que el mercado 
ostenta en algunos enfoques predistributivos. 

Quizá también sea importante mencionar en este punto que el objeto concreto de nuestra exploración his-
tórica (la relación entre libertad republicana, desposesión y capitalismo agrario) ha quedado algo desatendido 
en las principales reconstrucciones del republicanismo inglés. Se pueden identificar al menos dos motivos tras 
esta desatención. El primero es temático: el canon republicano inglés, tanto en su comprensión maquiaveliana 
(Pocock, 2002) como neorromana (Skinner, 1998), ha ido a buscarse eminentemente tras el establecimiento 
de la Commonwealth en la década de 1650. De este modo, se han relegado a un segundo plano las vertientes 
democráticas y plebeyas del republicanismo que se hallaban en auge durante los años anteriores de guerra 
civil y que, precisamente, fueron reprimidas por la naciente Commonwealth. Es decir, la reconstrucción do-
minante del canon republicano inglés ha prescindido de aquellos actores históricos que más interesan a esta 
investigación: los que con mayor énfasis aplicaron el ideal de libertad republicana para criticar o alabar las des-
igualdades económicas de viejo y nuevo cuño. Como el propio Skinner ha reconocido recientemente: “Hasta 
ahora, los protagonistas de esta concepción [neorromana de la libertad civil] han tendido a concentrarse en las 
relaciones entre ciudadanos individuales y los poderes del Estado”, desatendiendo, en cambio, que la libertad 
republicana “puede ser también fácilmente socavada por relaciones de dominación y dependencia dentro de 
la sociedad civil, y especialmente si se vive bajo la dependencia económica de la buena voluntad de otros” 
(Skinner, 2020: xi).

El segundo motivo tras la desatención de nuestro objeto de estudio en el marco del revival del republicanis-
mo responde a una cuestión metodológica. El “giro lingüístico” implicado en el contextualismo de la Escuela 
de Cambridge conlleva otorgar preeminencia a un tipo concreto de evidencia histórica: los actos de habla 
vertidos en los textos históricos (Fernández Sebastián, 2002). Esto puede llevar a una comprensión estrecha de 
aquello que constituye el “contexto” histórico según el cual deben comprenderse las ideas políticas del pasado. 
Este tipo de contextualismo lingüístico ha sido sin duda especialmente fértil para la comprensión de coyuntu-
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ras intelectuales cuyo principal elemento son los tratados políticos o los panfletos. En ese sentido, este artículo 
es deudor de esta aproximación a la historia del pensamiento.

Sin embargo, los límites del contextualismo a la Cambridge quedan patentes cuando algún elemento esen-
cial de la coyuntura histórica no puede ser fácilmente reducido a los actos de habla de los propios agentes 
históricos. Esto es justamente lo que ocurre en esta investigación. En efecto, ¿puede reducirse todo lo que 
necesitamos saber sobre los cambios en las relaciones de propiedad durante el xvii inglés a las interacciones 
lingüísticas entre agentes históricos o a discursos políticos? 

Y, de hecho, no es aventurado preguntarse hasta qué punto el segundo motivo (el metodológico) puede 
explicar el primero (la selección temática limitada). Es decir, que sea una opción metodológica determinada la 
que esté tras la reconstrucción de un canon republicano ciego a sus protagonistas plebeyos y con pocas cosas 
que decir sobre las nuevas formas de desposesión e ilibertad surgidas de las nuevas relaciones de propiedad. En 
otras palabras, no podemos descartar que la desatención habitual de los investigadores del republicanismo por 
el capitalismo agrario —sin duda una de las mayores transformaciones sociales ocurridas en este periodo— 
pueda ser explicada en términos de ciertas decisiones metodológicas.8 

Esto no quiere decir que toda recuperación del republicanismo deba tratar los cambios en las relaciones de 
propiedad altomodernas. O que haya que volver a un determinismo economicista que deduzca las intenciones 
de los actores históricos de su mera posición en la estructura económica. Lo que sí parece claro, en cambio, es 
que la identificación de los usos históricos del ideal republicano de libertad no puede quedar al albur de una 
decisión metodológica que da prioridad a los fenómenos lingüísticos por encima de otra clase de evidencias. 
Por tanto, si, como pretende este texto, lo que se quiere es identificar la fertilidad política de la libertad republi-
cana en el contexto de procesos sociales no reducibles a debates intelectuales —es decir, no reducibles a inte-
racciones y contextos lingüísticos—, entonces va de suyo que se debe recurrir a otras disciplinas y evidencias 
empíricas externas a la historia del pensamiento (esta es la razón por la que la sociología y la economía política 
ocupan aquí un lugar destacado). Con mayor o menor acierto, ese fue el equilibrio que trataron de poner en 
práctica Ellen Meiksins Wood y Neal Wood en su crítica a la Escuela de Cambridge, y esa es la perspectiva 
metodológica que anima nuestra investigación histórica (Wood, 2008: 1-27)

3.2. El improvement y la reforma agraria de posguerra: predistribución y mercantilización 

Como es sabido, uno de los resultados de la transformación del campo inglés altomoderno y del nacimiento 
del capitalismo agrario fue la desposesión masiva del campesinado o, en otras palabras, el fin del acceso no 
mercantil a los recursos necesarios para la vida. Las instituciones heredadas del mundo medieval regulaban el 
acceso a la tierra y a los recursos de acuerdo con normas tradicionales fruto de las luchas campesinas, relacio-
nes de servidumbre con deberes recíprocos o costumbres locales. Frente a estas instituciones tradicionales, las 
transformaciones económicas y políticas ocurridas durante los siglos xvi y xvii convirtieron al mercado en un 
mecanismo cada vez más importante en la vida de la población inglesa. 

Por ejemplo, los tipos tradicionales de tenencia de la tierra más vulnerables jurídicamente fueron susti-
tuidos progresivamente por el alquiler (leasehold), sometiendo el acceso a la tierra a las presiones alcistas de 
un contexto en el que cada vez más esta era concebida como un elemento de inversión (Tawney, 1912: 281-
312). Por otro lado, la consiguiente insostenibilidad de la agricultura de subsistencia —cuyos rendimientos no 
podían seguir el ritmo del precio creciente de los nuevos alquileres— y la privatización de tierras comunales 
—importantes fuentes no mercantiles de alimento, combustible o pasto— separó a los productores directos 
de los medios de subsistencia, convirtiendo a una parte importante del campesinado inglés en dependiente del 
mercado, en concreto, del salario obtenido por la venta de su fuerza de trabajo (Brenner, 1982).

Esta historia fue concebida por algunos de sus testigos como una historia de mera modernización o “me-
jora” (improvement) del campo. Según esta visión, pese a las coyunturales consecuencias negativas a corto 
plazo, la concentración de la propiedad, el desahucio de los agricultores improductivos o los cercamientos de 
campos comunales estarían respaldados por razones económicas de eficiencia y aumento de la productividad. 
El proceso de transformación agraria toma así una apariencia políticamente neutral: los protagonistas son los 
cambios tecnológicos y de organización de la labranza, y la mercantilización de diferentes esferas de la vida 
hasta entonces ajenas a los precios de mercado (la tierra y el trabajo) es comprendida acríticamente como un 
paso más de la “mejora” agrícola. 

Como mostraremos a continuación, esta perspectiva no solo incumbe al relato histórico-económico del agro 
inglés, sino que afectó de lleno al diseño de las políticas sociales en las nuevas circunstancias propiciadas por 
la transformación agrícola. Concretamente, al aceptar la mercantilización de la tierra y el trabajo como parte 
ineludible de la mejora agraria, el mercado se convirtió en un componente esencial de la política social, es 
decir, en un mecanismo que podía —y debía— ponerse al servicio de la mejora del bienestar de la población, 
sin tener en cuenta sus consecuencias negativas para la libertad de esa población.

8 Quizá parte de la obra de John Pocock pueda ser vista como una notable excepción a esta idea, en la medida en que centra su atención en las con-
cepciones del comercio y de la economía política en la tradición republicana. No obstante, la visión pocockiana del capitalismo agrario tampoco ha 
estado exenta de la crítica metodológica a la Escuela de Cambridge de la que nos hacemos eco aquí (Kennedy, 2008: 46 y ss.).
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Pero lo cierto es que esta visión de la “mejora” del campo no fue dominante hasta bien entrado el siglo xvii. 
En la concepción monárquico-clerical tradicional, la otra cara de la transformación agraria eran la hambruna, 
la despoblación rural y el aumento exponencial de la población mendiga. La corona y la iglesia llevaban déca-
das tratando de contener algunos de estos procesos contra la voluntad directa de la gentry terrateniente, que era 
la primera interesada en incentivar los cambios y maximizar la rentabilidad de sus posesiones. Desde Enrique 
VIII hasta Carlos I, el Estado había lidiado infructuosamente contra la extensión descontrolada de pastos para 
la producción de lana, contra la consolidación de fincas a costa de la expulsión de pequeños arrendatarios víc-
timas de alquileres leoninos y contra los cercamientos de tierras comunales en manos privadas (no así los que 
engordaban el patrimonio de la Corona). No fue hasta la victoria político-militar del bando parlamentario en 
las Guerras Civiles (1642-1651) cuando se impuso el cambio de dirección. La abolición de la monarquía y el 
sometimiento del poder eclesiástico anglicano implicaron la desactivación de los dos grandes obstáculos a la 
transformación agraria, dejando vía libre a la “mejora” del campo inglés abanderada por quienes pilotaban la 
recién instaurada Commonwealth.

El contexto de la posguerra civil estuvo marcado por expropiaciones a miembros del bando realista y la 
confiscación de predios eclesiásticos, por el fin de la concepción patrimonial del Estado y la colonización 
cromwelliana de Irlanda o por la necesidad de liquidar los pagos retrasados a la soldadesca del ejército parla-
mentario. Todo ello supuso una ocasión sin precedentes para quienes venían pregonando la necesidad de un 
cambio en la política agraria (James, 1930). Aquí nos detendremos en algunos de estos improvers de mediados 
del xvii, quienes plantearon proyectos ambiciosísimos de armonización de la mejora agrícola con el bienestar 
de los pobres.9 

Los textos que produjeron estos actores tienen interés en la medida en que representan una bisagra en la 
historia de la política social: son intentos de compatibilizar las viejas preocupaciones ante las consecuencias 
negativas de la transformación agraria —la pretensión de aliviar la despoblación, el desempleo y la pobreza— 
con la promoción activa de los cambios que se venían gestando desde el siglo anterior —los cercamientos de 
bienes comunales, la supremacía del common law sobre las costumbres locales, la producción de alimentos y 
lana para el mercado, la tenencia de la tierra sujeta a precios de mercado, el fin de la agricultura de subsisten-
cia, la consolidación de fincas para agricultura intensiva, etc.—. Los textos de estos reformadores agrícolas 
insisten, por ejemplo, en que solo algunos cercamientos causaban la ruina del agricultor pobre. Si, en cambio, 
la parcelación y la mejora estaban bien planeadas, el aumento de la productividad propiciado por la privatiza-
ción de las tierras comunales mejoraría las condiciones de vida de la población en general y de los pobres en 
particular. En palabras de uno de ellos, los cambios debían buscar la “paridad”: “hacer al pobre rico y al rico 
más rico, y todos vivirán del trabajo de sus manos” (Blith, 1652, Epistle to the industrious reader, parr. 7).

Con títulos que revelan claramente sus intenciones —“El abogado del pobre”, “Pan para los pobres”, “El 
mejorador inglés mejorado”, “El bien común”, “El amigo del pobre”…— y con propuestas admirables por su 
dimensión y complejidad —educación básica y servicio sanitario gratuito, condonaciones de deuda, montes de 
piedad, préstamos y alquileres regulados para pobres, etc.—, los panfletos y tratados de los improvers supo-
nen un claro antecedente de la política pública moderna. Sirva de muestra la propuesta de Peter Chamberlen 
(1649), que consistía en la creación de un “fondo público” con las tierras expropiadas del bando derrotado en 
la guerra, de tal modo que se administraran estatalmente para dar trabajo asalariado a los pobres y adjudicar 
fincas en alquiler a los veteranos del ejército parlamentario. O la propuesta de Adam Moore, que sugería orga-
nizar las labores de fertilización de los baldíos comunales como una solución al desempleo de los campesinos 
afectados por su posterior privatización: “Por ejemplo, fabricando diques, vallando, cercando, sembrando, 
cosechando, espigando, segando, haciendo heno, ¿y qué no? Todo ello, pan para los pobres” (Moore, 1652: 
30). Otra fórmula común propuesta en estos textos dirigidos a la consecución de cercamientos “sabios y justos” 
consistía en ofrecer una porción de cada bien comunal cercado a los campesinos afectados, especialmente a 
los que carecían de otra propiedad, de tal modo que ahora pudieran acceder a las nuevas parcelas mediante el 
pago de un alquiler a precios convenientes (Taylor, 1652: 35-36; Blithe, 1653: 77-80; Moore, 1653: 34-36).

A pesar de la diversidad en el énfasis, la radicalidad y las medidas concretas, nos interesa destacar dos 
características comunes a las propuestas de estos reformadores agrícolas. La primera es que el peso de estos 
proyectos de política social suele recaer en dos mecanismos que hoy clasificaríamos como “predistributivos”: 
la concesión de nuevas tierras en alquiler (provenientes tanto de la fertilización de baldíos como de bienes co-
munales cercados o del patrimonio expropiado a quienes apoyaron al rey en la guerra) o la garantía de formas 
de trabajo asalariado gracias a la movilización de capital público en tareas de mejora de eriales y pantanos, en 
nuevas fincas de agricultura intensiva o en workhouses. 

Además, en no pocas ocasiones, tal y como ocurre con las actuales propuestas de predistribución, los pro-
yectos de los improvers fueron presentados como una alternativa al paternalismo asistencial, redistributivo, 
que predominó en la política social monárquica, articulada en torno a leyes de pobres tiránicas —pues casti-

9 Por su conexión con las perspectivas científicas de principios del xvii y la obra de Francis Bacon, los improvers han sido también denominados 
“mejoradores baconianos” (Wood, 1984: 15-30). Para una visión general de la literatura que se explora en esta sección, véase el estudio clásico 
de Fussell (1947). Las transcripciones de buena parte de estos textos son hoy fácilmente accesibles gracias a la colección de la Universidad de 
Michigan Early English Books Online Text Creation Partnership.
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gaban el desempleo sin ofrecer alternativa— e ineficientes —gravosas para la población no pobre y dedicadas 
a sostener con impuestos la improductividad de los mendigos—. Y como también ocurre con los defensores 
contemporáneos de la predistribución frente al estado de bienestar tradicional, para los reformadores agrícolas 
del xvii las alternativas al asistencialismo monárquico-clerical se basaban en ceder al mercado el protagonis-
mo en la distribución de la riqueza. Esto es, desde el punto de vista del improvement, es mejor promover la 
incorporación de los pobres a los incipientes mercados de la tierra y del trabajo —obviando, como algunos 
predistribucionistas actuales, las consecuencias coercitivas e inicuas de la dependencia de mercado—. Por 
ejemplo, para Chamberlen es mejor que los pobres dispongan de una parcela alquilada o que dependan de un 
salario, porque de este modo

se pueden alimentar mejor a sí mismos, ya que si no las provisiones les llegan a través de una tubería tan larga que 
la mayor parte se queda por el camino. Se les debe asegurar un capital [stock] inicial para que se pongan a trabajar 
y que no les ocurra como si estuvieran bajo el capataz egipcio, que se les castiga y sanciona por su ociosidad al 
tiempo que nadie les ofrece un empleo (Chamberlen, 1649: 7; cursiva original).

En otras palabras, la crítica a la ineficiencia de la administración tradicional de la pobreza quedaba ligada a 
las posibilidades distributivas de los mecanismos propios del incipiente capitalismo agrario. 

La segunda característica común que queremos destacar es la relación de estos proyectos de política social 
de la posguerra civil con la mercantilización de la vida económica inglesa. En particular, la relación entre 
la “mejora” con el hecho de que parte del campesinado inglés perdiera lo que Robert Brenner (1982, 17) ha 
llamado “el acceso directo, no mercantil, a sus medios de reproducción o subsistencia”. Es decir, aunque los 
improvers seicentistas apuntaran explícitamente a la mejora del bienestar de los pobres, sus textos no proble-
matizaron el cada vez más extendido fenómeno por el cual los recursos necesarios para subsistir, otrora garan-
tizados por el tejido normativo-institucional feudal (una superposición de normas consuetudinarias propias de 
cada señorío, tradiciones campesinas, instituciones eclesiásticas y el poder monárquico sobre los terratenien-
tes), fueran ahora solo accesibles a través de un salario o un alquiler, ambos sujetos en alguna medida a precios 
de mercado. 

Dado que los procesos que dieron lugar a este fenómeno implicaban el fin de instituciones percibidas como 
obstáculos a la modernización, en no pocos casos la actitud de los improvers respecto a la desposesión del 
agricultor pobre de sus derechos tradicionales iba más allá de la aceptación acrítica. La transformación agrícola 
bien diseñada no solo pretendía mejorar la productividad de la tierra —de los commons—, sino que también as-
piraba a mejorar a los propios commoners, las personas que vivían en ella. De esta preocupación brota la cone-
xión entre bienes comunes y ociosidad de los pobres, un tema muy recurrente en los escritos de los improvers. 
Para Sylvanus Taylor (1652, 51), “los dos grandes criaderos de holgazanería y mendicidad en este país son las 
cervecerías y las tierras comunes” y, según Walter Blith (1653, 7), entre las “causas de la improductividad de 
la tierra” se encuentran “la falta de castigos severos a la holgazanería, la madre, y la borrachera, su hija”. Por 
ello, aunque en tiempos de los Tudor y los Estuardo los cercamientos descontrolados hubieran causado graves 
problemas para el campesinado pobre, la desaparición de los bienes comunales tendría resultados edificantes. 
El fin de la subsistencia garantizada por los comunes y la tenencia tradicional de la tierra supondría el fin del 
soporte material de la “ociosidad” y convertiría en ineludible la venta de la fuerza de trabajo.

Es en este punto en el que se revela un importante cambio en la manera de concebir la distribución pública 
de recursos. Contra el viejo asistencialismo caritativo, los efectos disciplinantes de la mercantilización son 
puestos al servicio de la política social. La desposesión, tradicionalmente considerada una consecuencia ne-
gativa de la mercantilización forzosa y de la privatización de la tierra, es convertida en una pieza primordial 
sobre la que construir política social, en un fenómeno que la política social no debe aliviar de cualquier manera, 
sino que debe aprovechar en beneficio de la mejora de la productividad. Por eso para Adam Moore el alquiler 
de la tierra (a precios protegidos) tenía claras ventajas respecto a la tenencia tradicional, no mercantil, que 
garantizaba el uso de los bienes comunes y la agricultura de subsistencia. Otorgando parcelas en alquiler a los 
commoners desposeídos “puede que les hagamos celosos del trabajo e incansables en la mejora de su nueva 
tierra para beneficio propio y de todos” (Moore, 1653: 53). 

En el mismo sentido, el revolucionario “fondo nacional” de tierras de Chamberlen cosecharía su éxito 
“empleando a gentes que no solo eran inútiles, sino una carga debido a su ociosidad o falta de empleo, y se les 
convertirá en buenos hombres de la república” (1649: 4), sin dejar pasar que bajo este plan se sometería a los 
pobres a “un orden, una instrucción y un gobierno más directo que cualquier otro bajo el que hayan estado” 
(ibid.: 13). Las cantidades ingentes de trabajo asalariado requeridas para las labores de preparación de los hu-
medales para el cultivo sustituirían a los quehaceres de quienes hasta ahora moraban esos baldíos comunales 
“mendigando, rateando, robando, asaltando y cualquier otra vileza que emprendan sus cerebros y manos no 
ejercitadas” (Moore, 1653: 30).

Y es que, en las condiciones tradicionales de subsistencia garantizada, ¿quién querría avasallarse ante 
otro patrón más? ¿Para qué trabajar la tierra de otro? ¿Quién querría realizar las arduas labores de drenaje de 
pantanos patrocinadas por la república? Probablemente, Sylvanus Taylor explicitó mejor que cualquier otro 
de sus coetáneos el vínculo entre el fin de la subsistencia garantizada y el disciplinamiento de los commoners: 
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“Numerosas veces he ofrecido a muchas de estas gentes ociosas, tanto hombres como mujeres, seis peniques 
al día para trabajar; y me han contestado: que eso no les basta para vivir, y que para trabajar a cambio de 
nada mejor haraganear a cambio de nada” (Taylor, 1652: 37; cursiva original). La solución para Taylor, bien 
paulina, estaba clara: “El que no trabaje que no coma; es más fácil suscitar la naturaleza del hombre que so-
meterla”. A lo que añade:

No pocas veces he visto portadores en Londres que, solo por la recompensa, cargan con paquetes que hubieran 
roto la espalda de un buen caballo. Y pobres que llevan tales sacos de carbón desde la orilla que les ceden las 
rodillas y se les dobla la espalda; y todo esto, si se hace de manera voluntaria, solo por mor del salario, se hace 
con gran entusiasmo (1652: 59).

Aquí no encontramos meramente una aceptación acrítica de la mercantilización de la vida. Los mercados 
de la tierra y del trabajo se tornan en elementos centrales para la solución del bienestar material de los pobres. 
Aunque menos cruda, esta es también la actitud normativa hacia los mercados que adoptan muchos teóricos 
actuales de la predistribución. Donde los improvers seicentistas reprobaban la ineficiencia de la administración 
monárquico-clerical fascinados por la fuerza disciplinante de una mercantilización bien diseñada, los predistri-
bucionistas que aquí criticamos basan la renovación del estado del bienestar en la supuesta eficiencia y legiti-
midad entre la opinión pública del poder distributivo de los mercados, siempre que estos estén bien diseñados. 

Sin embargo, lo que improvers del xvii y predistribucionistas moderados del xxi parecen compartir es que 
en ningún caso se contempla como un problema político los efectos negativos de los mercados —de ciertos 
mercados políticamente constituidos en favor de unos pocos— sobre la libertad de la mayor parte de la pobla-
ción. Y lo cierto es que, obligada a acudir al mercado para existir, para esta mayoría de la población, el salario 
o el alquiler no son una fuente de oportunidades, sino, ante todo, y en primer lugar, una fuente de coerción 
ineludible e inmunizada contra la voluntad democrática. Quizá esto fuera un error justificable para quienes, en 
los albores del capitalismo agrario, buscaban ansiosos nuevas soluciones lejos del absolutismo monárquico y 
eclesiástico. No parece, en cambio, justificable, que, tras la experiencia de casi cuatro siglos de mercados capi-
talistas, el diseño de la política pública —predistributiva o no— caiga aún en el mismo error. Sobre todo, por-
que, como se verá en el siguiente apartado, la crítica a este descuido consistente en considerar a los mercados 
como inequívocamente compatibles con la igual libertad de todos también lleva entre nosotros desde el xvii.

3.3. La economía política popular de los diggers: predistribución y alternativas a la mercantilización

La actitud monárquico-clerical tradicional contra las transformaciones agrícolas que venían produciéndose en 
Inglaterra desde el siglo xvi dio lugar a una amalgama de medidas sociales (protección de precios del grano, 
administración de la caridad, etc.), leyes de pobres y sanciones a los terratenientes que provocaban despobla-
ción mediante cercamientos. Esta “economía política del absolutismo” (Slack, 1998), focalizada en paliar las 
consecuencias de la pobreza (hambruna, mendicidad, despoblación), no buscó realmente alternativas a la des-
posesión del campesinado inglés —al menos, no más allá de los intentos infructuosos de salvar el paternalismo 
feudal, ya en decadencia—.

A mediados del siglo xvii, la renovación de élites precipitada por la victoria parlamentaria en la guerra civil 
y la instauración de la nueva república abrió el camino para un cambio de rumbo en la política agraria. Hemos 
visto que, anticipando la posición de los teóricos “moderados” de la predistribución, para los improvers agrí-
colas que escribieron durante la posguerra civil, los procesos que llevaban hasta la desposesión generalizada 
del campesinado inglés fueron, en el mejor de los casos, un desafortunado hecho consumado sobre el que la 
política social debía construirse. Sin embargo, el diseño mismo de estos inmensos proyectos de política pú-
blica y de mejora agraria convertía los mecanismos de desposesión del campesinado en procesos que habían 
de acelerarse como parte del programa de transformación agrícola que ya estaba en marcha, y que implicaba, 
entre otras cosas, la mercantilización de la tierra. Como hemos visto, una consecuencia de estos procesos fue 
la ineludibilidad del trabajo asalariado para una gran parte de la población campesina, ahora desposeída de sus 
derechos tradicionales de acceso a la tierra.

¿Qué le quedaba al campesinado inglés desposeído frente a estas dos alternativas? Entre el paternalismo 
monárquico y la mercantilización desatada cabe destacar un variado conjunto de movimientos e ideas que 
propugnaron formas de acceso no mercantil a los recursos necesarios para la subsistencia y la libertad, al tiem-
po que elaboraban una crítica democratizante de la dependencia feudal (Kennedy, 2008). Este tercer campo 
político, que denominaremos “economías políticas populares”, ejemplifica la relevancia histórico-conceptual 
de pensar la predistribución como alternativa o resistencia a la mercantilización o, en cualquier caso, como 
precondición de una mercantilización compatible con la libertad.

Una primera idea ausente en los panfletos de los improvers seicentistas, pero muy presente en las econo-
mías políticas populares y que merece la pena ser rescatada, es la otra cara del tradicional vínculo republicano 
entre propiedad y libertad: la relación entre desposesión y la ilibertad. Los improvers no vieron un problema 
político en el hecho de que la mercantilización forzosa de las relaciones económicas implicase nuevas formas 
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de coerción para la población pobre. Esta, no obstante, era una realidad que estaba siendo expuesta de un modo 
meridianamente claro por escritores del momento que identificaban la situación de gentes

que tienen la totalidad de su patrimonio en sus propias manos, esto es, que viven del trabajo que realizan diaria-
mente, siendo esclavos de cualquiera que esté dispuesto a contratarlos: la cual es una condición tan servil como 
la del que es esclavizado por un amo propiamente dicho; en el primer caso es por necesidad, en el segundo por 
coacción (Gott, 1650: 54).

El trabajo por cuenta ajena, en la medida en que se asienta en la desposesión de quien aliena su fuerza de 
trabajo, es políticamente problemático en tanto que implica el sometimiento ineludible a la voluntad de otro 
para poder subsistir y, por ello, es incompatible con la libertad republicana: es esclavitud “por necesidad”. 
Nótese que el hecho de que los improvers no trataran esta cuestión en sus proyectos de reforma agraria es, en 
realidad, una postura perfectamente coherente con la racionalidad política antidemocrática del nuevo régimen 
cromwelliano, en el que la ciudadanía estaba limitada a la clase propietaria. ¿Por qué habrían de problematizar 
los improvers la nueva ilibertad de una población que, jurídicamente, era no libre y, sobre todo, que tampoco 
merecía serlo? Los pobres, sencillamente, pasaban de sufrir la vieja coerción feudal a soportar la nueva coer-
ción del mercado10, y ambas eran vistas como algo perfectamente compatible con su inferioridad civil.

Sin embargo, no todos estaban contentos con el régimen republicano oligárquico salido de la guerra civil: 
“El clero y la gentry han obtenido su libertad, pero la gente común todavía son, y siguen siendo, sirvientes que 
trabajan para ellos” (Winstanley, 2009: 68). Por ello no es de extrañar que quienes abogaban por la extensión 
de la ciudadanía y los derechos políticos criticaran no solo la monarquía y la vieja dependencia feudal, sino 
también las nuevas formas de ilibertad resultantes de la mercantilización de la tierra y el trabajo. 

Este es el caso del digger Gerrard Winstanley, promotor de una comuna agrícola al sur de Londres a finales 
de la guerra civil. El trabajo asalariado es ilegítimo para los diggers, en la medida en que viola la igual libertad 
de la que todos los miembros de la humanidad deben gozar: “El que trabaja para otro, ya sea por un salario o 
para pagarle un alquiler, trabaja injustamente”, pues “alza a los tiranos y la tiranía” (ibid.: 16) y “trae la servi-
dumbre monárquica” (ibid.: 371). En su apología político-religiosa de la conversión de la tierra cultivable en 
un “tesoro común”, leemos que 

Israel no aceptará ni ofrecerá contratos. Y si esto es así, entonces ciertamente nadie dirá “esta es mi tierra, trabaja 
para mí y te daré un salario”: porque la tierra es del Señor, esto es, del hombre, que es la creación del Señor en 
todas las ramas de la humanidad; ya que, igual que los diversos miembros de nuestro cuerpo no hacen sino un 
solo cuerpo perfecto, del mismo modo cada hombre particular no es sino un miembro o rama de la humanidad 
(ibid.: 15).

Para los diggers, la tierra en su conjunto es una delegación divina a la humanidad y, consecuentemente, 
propiedad de todos y cada uno de sus miembros: “La tierra no fue expresamente creada para ti, para que fueras 
su dueño, y para que nosotros fuéramos tus esclavos, sirvientes y mendigos; sino que fue creada para ser un 
sustento común para todos” (Winstanley, 2009: 32). Por esta razón, el cultivo en común en el que todos traba-
jan y disfrutan equitativamente de los beneficios es la única forma de aprovechamiento de la tierra que hace 
justicia a la voluntad divina.11 Esta es una concepción fiduciaria de la propiedad. La tierra ha sido confiada por 
Dios a los humanos bajo ciertas condiciones. El uso que los humanos particulares hagan de ella debe ceñirse a 
esa voluntad divina, es decir, debe responder en primer lugar a los intereses de la humanidad en su conjunto y 
no de sus usuarios particulares —la voluntad de Dios, según Winstanley, no distingue entre personas concretas 
(2009: 73)—.12

De este modo, la propuesta institucional digger parte de la igualdad fundamental entre las personas. Bajo 
esta premisa, se valoran normativamente los procesos de mercantilización de la tierra y el trabajo. Y, adi-
cionalmente, se instituyen posiciones de invulnerabilidad social que blindan al campesinado frente a estos 

10 El hecho de que, frente a la dominación feudal, esta nueva dependencia de mercado estuviera revestida ideológicamente del lenguaje de la libertad 
económica, de la productividad o del orden natural acarrearía en los siglos siguientes problemas político-jurídicos de gran calado. Por ejemplo, la 
armonización típicamente decimonónica de la capacidad de obrar en términos ius-civiles de la población trabajadora con la ausencia de libertades 
civiles y políticas efectivas por parte de esos mismos grupos sociales. Es decir, una parte del cuerpo ciudadano pasa a ser “libre” para firmar con-
tratos de pleno derecho, pero, en términos republicanos tradicionales, porta todavía la marca de la ilibertad —la desposesión y, en consecuencia, la 
dependencia de la voluntad de otros—. Véase Domènech (2004).

11 Por esta misma razón, la crítica a la ociosidad también adopta una forma concreta: esta vez no se aplica meramente a los desempleados y a los men-
digos (como sucedía en los textos de los improvers). El trabajo forzado o la conversión de los reos en sirvientes temporales forma parte del abanico 
de castigos en el modelo ideal de sociedad de Winstanley (2009: 371-372). Pero, al igual que ocurre con su ideal de libertad, el reproche del digger 
contra la ociosidad y el parasitismo tienen un ámbito de aplicación universal: también incluye a los ricos, quienes, por definición, viven a costa del 
trabajo que otros realizan y cuya acumulación de riqueza conlleva una violación de la titularidad común de la tierra. Sobre el rol de la justificación 
teológica en la concepción fiduciaria de la propiedad y el poder político, véase Guerrero (2020).

12 Esta concepción fiduciaria de la propiedad heredada de la tradición iusnaturalista tuvo, con diferentes grados de radicalidad y combinaciones con 
otras ideas (las de los propios improvers, entre ellas), un largo recorrido en la tradición republicana anglosajona posterior de la mano de autores 
como John Locke, Thomas Paine, Thomas Spence o Thomas Jefferson. Véase Mundó (2018). Conviene señalar también que los citados Thomas 
Paine y Thomas Spence fueron, precisamente, los primeros en subrayar, por una cuestión de “sentido común”, la necesidad de introducir una asig-
nación monetaria universal e incondicional, esto es, lo que hoy hemos dado en llamar “renta básica” (Tena, 2021).
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procesos. En este contexto, la garantía de un acceso no mercantil a la tierra se erige como una alternativa para 
evitar que las personas se vean obligadas a vender su fuerza de trabajo y, a partir de ahí, a alienar su libertad. 
De este modo, el programa de “predistribución” digger —el control local comunitario de todas las tierras de 
cultivo— se presenta como un programa alternativo al incipiente capitalismo agrario y a la mercantilización 
forzosa, lo que anticipa el tipo de teoría —y de praxis— predistributiva “emancipatoria” con la que este texto 
se compromete.

El caso digger es otro ejemplo del conjunto de fenómenos dieciochescos que E.P. Thompson (2019) reco-
gería bajo la idea de “economía moral de la multitud”: diversas ideas, normas e instituciones que respondían 
a la regulación popular de la vida económica, incluidos los entornos comerciales (prohibición del monopolio 
y del acaparamiento, motines contra los intermediarios, castigos contra los especuladores, etc.). Propuestas 
concretas al margen, desde nuestra perspectiva merece la pena insistir en que no hay por qué situar el proble-
ma normativo de los orígenes del capitalismo en la mercantilización per se, sino en el hecho de que esta fuera 
forzosa y de que se excluyera al grueso de las clases populares de los procesos de codeterminación de esos 
espacios mercantiles, que fueron diseñados por y para las oligarquías. El hecho de que la libertad (y no solo 
el bienestar u holgura material) esté en el centro de este análisis permite abordar la naturaleza en primer lugar 
política (y no meramente económica) de la disputa en torno a la presencia o la regulación de los mercados. Esta 
certeza, que permeó el republicanismo democrático e informó los argumentos de quienes sufrieron y criticaron 
la mercantilización en el siglo xvii, tiene aún plena transcendencia para el debate sobre la predistribución —y 
la (des)mercantilización— en el xxi. 

4. Conclusión y discusión: la renta básica como mecanismo predistributivo en economías políticas 
populares contemporáneas

Al ser interpelado con la habitual observación de que el salario del obrero inglés del xviii era el más alto 
del mundo —y con su corolario implícito, también habitual hoy, de que ello implica mayor bienestar—, 
Alexis de Tocqueville respondía retóricamente del siguiente modo: “¿Usted cree que vivirá mejor, si la 
razón de que su salario sea más alto es que no tiene un pedazo de tierra para cultivar?”13 Se deduce de 
estas palabras una nota escéptica contra la superioridad de la modernización económica inglesa (Congost, 
2020). Para Tocqueville, el campesino francés pequeño propietario vivía con mayor desahogo y libertad 
que el asalariado inglés que carecía por completo de tierras, a pesar de que el nivel adquisitivo del segun-
do fuera mayor. Si bien la orientación conservadora de la reflexión tocquevilliana no puede ponerse en 
duda, hallamos en estas palabras una buena muestra del “propietarismo” republicano que, a pesar de la 
imaginería liberal, que empezaba a consolidarse, todavía era de sentido común en ciertos círculos intelec-
tuales y políticos de mediados del siglo xix: la libertad y la sociedad civil, democrática o no, solo pueden 
florecer si quienes están llamados a gozarlas han accedido previamente a un conjunto de recursos que los 
hagan civilmente independientes.

Así se explica el ideal jeffersoniano de una democracia de pequeños propietarios agrícolas (Domènech, 
2004), y ese mismo vínculo entre libertad y “propiedad” —entendida esta como acceso incondicional a recur-
sos, sean estos bienes raíces o, en las circunstancias de hoy, derechos económicos y sociales concretados en 
servicios públicos o, también, bienes comunes de todo tipo— es el que ha servido para hacer revivir esa idea de 
una “democracia de propietarios” —de una property-owning democracy— en el mundo actual (Rawls, 2001; 
O’Neill y Williamson, 2012a). Y conviene subrayar en este punto que esta mirada a la incondicionalidad en el 
acceso a recursos público-comunes perseguía y persigue el no dar ninguna institución por sentada, empezando 
por los mercados y, entre ellos, los de trabajo. James Meade, verdadero precursor de la recuperación contem-
poránea del ideal de la “democracia de propietarios”, no pudo ser más claro en este sentido:

La característica esencial de esta sociedad [la democracia de propietarios] sería que el empleo se convertiría en 
una cuestión de decisión personal. El trabajo desagradable que debería realizarse tendría que contar con altas 
remuneraciones para atraer a aquellos cuyos gustos los llevaran a desear complementar considerablemente sus 
ingresos procedentes de la propiedad [socialmente compartida]. En el otro extremo, aquellos que desearan entre-
garse a actividades poco valoradas por los mercados deberían ser capaces de hacerlo con unas condiciones de vida 
modestas, pero sin tener que pasar hambre en una buhardilla (Meade, 1964: 40).

¿Pero resulta legítimo articular grandes sistemas de impuestos y transferencias —dinerarias y/o en espe-
cie— si ello implica sustraer “riqueza ganada” por parte de ciudadanos (supuestamente) laboriosos y esforza-
dos? El telón de fondo de cualquier propuesta de una “democracia de propietarios” —tome esta la forma que 
termine tomando— es el presupuesto de que la riqueza es el resultado de esfuerzos colectivos entreverados de 
muy diversas maneras, que termina en manos de unos y no de otros como consecuencia de todo tipo de azares 
y circunstancias sociales (Mazzucato, 2019).

13 Toqueville parafraseado por Congost (2020: 33).
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Pues bien, si ello es así, puede plantearse, como se plantea tanto en el plano de la teoría social como de 
los movimientos sociales (Casassas et al., 2015; Casassas y Manjarín, 2013), la legitimidad y la justicia de la 
introducción de lo que Meade dio en llamar un “dividendo social”; esto es, una transferencia periódica a todos 
y cada uno de los moradores de este mundo de una parte de esta riqueza producida colectivamente y apropiada 
de forma privada y privativa (Casassas, 2018; Varoufakis, 2016). En este punto, resulta interesante recordar 
que, tres siglos y medio atrás, el digger Gerrard Winstanley (2009: 32) insistía enfáticamente en que la tierra 
—y la riqueza de ella extraída— “fue creada para ser un sustento común para todos”. La continuidad de ciertos 
planteamientos y propuestas no deja de resultar sorprendente.

Sea como sea, conviene subrayar aquí que este retorno de la riqueza generada a las manos de quienes, de un 
modo o de otros, coadyuvaron a generarla dista de constituir un “ajuste de cuentas” o un “acto de venganza” 
dirigido a los “expropiadores iniciales”. Sencillamente, el acceso incondicional a recursos público-comunes ha 
de ser visto como la forma contemporánea de proceder a la tarea de restaurar el viejo vínculo republicano entre 
libertad y propiedad y, a partir de ahí, de conferir al grueso de la población el poder de negociación necesario 
para rechazar relaciones sociales no deseadas —recordémoslo: ninguna institución, ninguna relación social 
ha de tomarse como un hecho consumado—, y para poner en circulación proyectos de vida, individuales y/o 
colectivos, verdaderamente escogidos. En otros términos: esa independencia personal socioeconómicamente 
fundamentada en ningún caso ha de conducirnos a un mundo atomista y disgregador de los vínculos sociales, 
sino que ha de actuar como condición necesaria para la articulación de una interdependencia respetuosa de la 
autonomía de todas las partes implicadas.

En este texto sugerimos que la renta básica, dada su incondicionalidad y vista la relación entre poder de 
negociación y acceso incondicional a recursos (Casassas, 2018), constituye una respuesta especialmente indi-
cada para repensar esa ensambladura republicana entre libertad y recursos (in)materiales. Junto con los bienes 
y recursos comunes14 y las prestaciones en especie —de carácter igualmente incondicional, eso sí—, la renta 
básica aparece como una herramienta defendible por razones tanto “estáticas” como “dinámicas”.15 Las “es-
táticas”: al estar definida, como mínimo, al nivel del umbral de la pobreza, la renta básica sacaría a millones 
de personas de la pobreza y de la exclusión. Las “dinámicas”: además de poder evitar los perjuicios asociados 
a la pobreza y la exclusión, lo cual dista de constituir una mera anécdota, quienes reciben la renta básica se 
hacen con una “palanca de activación” de aquellas formas de trabajo y de vida que realmente puedan desear, 
unas formas de trabajo y de vida situadas en aquellas instituciones sociales que puedan estimar aceptables y 
oportunas y no en otras; unas formas de trabajo y de vida, en suma, que hoy quedan bloqueadas e impedidas 
por la necesidad de aceptar “lo que haya” para poder subsistir.

Porque, como hemos visto anteriormente, libertad y bienestar son cosas distintas. Uno puede mejorar su 
condición bajo circunstancias liberticidas. Ello supone, sin duda, un paso adelante. Pero si decimos que las 
circunstancias son liberticidas, es señal de que uno queda a años luz de gozar de esa posición de invulnerabi-
lidad social que corresponde a los “sujetos electores libres”, que lo son porque cuentan con un estatus social 
garantizado material y simbólicamente que los protege ante la mera posibilidad de interferencias arbitrarias por 
parte de instancias ajenas. Por ello, no basta con una predistribución “moderada” que dé por bueno un mundo 
dividido entre potentados y desheredados, pero que vele por hacer algo más llevadera la existencia de estos 
últimos. A este fin han estado orientados también los mecanismos para la protección social propios del capita-
lismo del estado del bienestar, del mismo modo que lo estuvo, aunque a través de vías distintas, el tratamiento 
de la “cuestión obrera” por parte del social-catolicismo (Casassas, 2018; Domènech, 2004).

Y, como hemos visto, este mismo fin persiguieron la doctrina y la acción política de los improvers del 
xvii inglés, quienes no problematizaron las consecuencias que los procesos de mercantilización de la tierra y 
el trabajo tenían para la población inglesa pobre. Esto lo podían hacer porque partían de una concepción no 
democrática de la sociedad: la sustitución de la dependencia feudal por la dependencia de mercado no es polí-
ticamente problemática en la medida en que afecta a personas que carecen de plenos derechos de ciudadanía. 
Sin embargo, cualquier agenda predistributiva contemporánea debería seguir la senda marcada por economías 
políticas populares, como las de los diggers, quienes partían de la igualdad fundamental de toda la humanidad 
y creaban instituciones que salvaguardaran esa condición. Se trata, en definitiva, de un programa predistribu-
tivo de carácter emancipatorio —recuperamos aquí, nuevamente, la terminología propuesta por Nancy Fraser 
(2013)— que, asegurando niveles relevantes de poder de negociación para todas las partes, garantice que cual-
quier interacción privada futura cumpla con las condiciones mínimas de dignidad y libertad humanas.

14 En efecto, también los (bienes) comunes pueden jugar un papel crucial a la hora de blindar posiciones de invulnerabilidad social para el conjunto 
de la ciudadanía. Si bien no satisfacen el requisito de la universalidad —los (bienes) comunes remiten siempre a experiencias y realidades de ca-
rácter local y socialmente situado—, sí apuntan al acceso incondicional a recursos garantizados colectivamente. En el contexto de nuestro trabajo, 
conviene señalar el interés filosófico que puede adquirir la aproximación a los comunes de Laval y Dardot (2015), quienes asocian los comunes al 
dominio de lo “no apropiado”, pero nos parece de mayor interés en términos sociopolíticos las perspectivas de Benjamin Coriat (2015) o de Subi-
rats y Rendueles (2016), para quienes el commoning consiste, precisamente, en actos de apropiación colectiva de un “bien común” que requieren 
toda una vida comunitaria orientada a instituir, regular y reproducir a lo largo del tiempo esos derechos de propiedad de carácter colectivo. Bien 
mirado, asegura Coriat, el “común” incluye el “bien común” en cuestión y, muy señaladamente, toda esta dimensión sociocomunitaria, la cual 
puede entenderse como el despliegue de una verdadera “economía política popular”.

15 Debemos esta distinción al sociólogo norteamericano Erik Olin Wright (2016).
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Recientemente, movimientos sociales “postcrash” se han expresado en unos términos que guardan suge-
rentes similitudes con el análisis teórico e histórico que venimos realizando. En latitudes tan dispares como 
el Chile del movimiento estudiantil y del proceso constituyente, la España indignada, los Estados Unidos del 
movimiento Occupy, la Francia “de pie” e “insumisa” o el Ecuador y la Islandia decididos a tomarle el pulso al 
neoliberalismo y proceder a una auditoría ciudadana de la deuda, entre muchas otros territorios, sectores am-
plios de las clases populares han expresado, polanyianamente, la necesidad de poner “la economía al servicio 
de la vida, y no a la inversa” (Casassas et al., 2015).

Interesantemente, estos intentos de verdaderas economías políticas populares para el mundo contemporá-
neo, intentos en los que individuos y colectividades no se perciben como meras víctimas de una desposesión 
que persiste y a menudo se recrudece, sino que actúan como verdaderos agentes de procesos amplios de mo-
ralización de la vida social y económica (Fassin y Eideliman, 2012), están retomando el ideal predistributivo 
emancipatorio de los diggers, y apuntan a la necesidad de someter a control democrático las decisiones relati-
vas a qué instituciones sociales, y bajo qué regulaciones, pueden propiciar una vida digna de ser vivida, indivi-
dual y colectivamente. En particular, ¿qué espacio cabe otorgar a los mercados? ¿Y qué formas han de adoptar? 
Como se pudo leer en un muro en el Madrid del 15-M, “lo peor sería volver a ser normal”.16 Como en el siglo 
xvii inglés, conviene, también hoy, dotarnos (predistributivamente) de herramientas incondicionales que nos 
permitan no terminar normalizando arreglos institucionales que resultan abiertamente liberticidas. Como en el 
siglo xvii inglés y como en el Chile del actual proceso constituyente, se trata de poner a disposición del grueso 
de la sociedad aquellos recursos público-comunes que permitan generar “nuevas normalidades” en entornos y 
alrededor de prácticas relacionales-sociales compatibles con la autonomía de todas las partes implicadas; todo 
ello, como dicen los activistas chilenos, “hasta que la dignidad se haga costumbre”.
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